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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS DE PROCEDIBILIDAD / INMEDIATEZ / PLAZO: 6 MESES / DESISTIMIENTO TÁCITO EN ACCIONES POPULARES.
Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. (…)
… la acción de tutela es improcedente, y así se declarará en el caso de todas las acciones populares, porque los autos mediante los cuales el Juzgado, previa reposición elevada por el actor, decidió mantener la terminación de los procesos por desistimiento tácito datan, algunos del 27 de julio, otros del 1° de agosto y otros más del 2 de agosto del 2018, proveídos que alcanzaron su ejecutoria el 2, 8 y 9 de agosto de ese mismo año; es más en algunos procesos, es inexistente recurso de reposición contra los auto de terminación adiados el 3 de julio del 2018. 

Claro es que se rompe con esa regla, propia de esta clase de actuaciones, pues transcurrieron más de seis meses entre esas actuaciones y la interposición de esta demanda el 28 de marzo anterior; se superó, entonces, el tiempo que se estima razonable para procurar por esta vía el quiebre de una decisión judicial, sin que se exprese o pruebe razón alguna que hubiera impedido hacerlo antes.
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Acta No. 152 del 12 de abril del 2019    
Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia - Risaralda y el Procurador General de la Nación delegado en acciones Populares, a la que fueron vinculados Javier Elías Arias Idárraga, el Banco Davivenda S.A., la Alcaldía, la Defensoría del Pueblo y la Procuraduría General de la Nación. 

ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, actuando en su propio nombre, presentó esta acción de tutela en contra Tercero Civil del Circuito de Pereira, por la presunta violación de su derecho fundamental al debido proceso. 
Expuso que actúa en las acciones populares “2015-1167, 1170, 1172, 1175, 1176, 1178, 1184, 1188, 1195, 1198, 1271, 1287, 1306, 1367, 1370, 1443, 1124, 1140, 1143, 1156, 1183, 1251, 1274, 1274, 1275, 1282, 1300, 1314, 1315, 1326, 1328, 1331, 1334, 1340, 1344, 1357, 1364, 1386, 1397, 1404, 1405, 1421, 1442, 1449, 1335, 1325, 1377 y 1381”, donde el Juzgado “Viola el debido proceso, al creer terminar la acción Constitucional, con figura inexistente en ley especial y autónoma 472 de 1998, y solo existente en el CGP, llamada DESISTIMIENTO TÁCITO (…)” (sic). Respecto del Procurador, afirma que incumple su deber porque no interviene en la acción popular.
Solicitó, entonces, ordenar al Juzgado (i) continuar con la acción; (ii) informar sobre todos los autos mediante los cuales terminó las acciones populares por desistimiento tácito, con el fin de no repetir sus tutelas; (iii) y a la Procuraduría General de la Nación, demostrar la gestión adelantada en ese proceso.   
Se dispuso dar trámite al amparo con las mencionadas citaciones y de la autoridad judicial encartada, se solicitó la remisión de las piezas procesales que estimara pertinentes para resolver la acción de tutela; así lo hizo. Adicionalmente informó que todas las acciones populares relacionadas en la demanda, excepto la 2015-1168 que está en trámite, se encuentran archivadas por desistimiento tácito decretado antes del 1° de diciembre del año 2018. 
El Alcalde de Girardota – Antioquia, dijo que el amparo carece del presupuesto de inmediatez. También solicitó su desvinculación. 

Los Municipios de Floridablanca, Bucaramanga, Sevilla, Santander de Quilichao, Sabaneta, Bogotá D.C. y Medellín, así como las Defensorías del Pueblo de Bogotá D.C. y Santander, adujeron falta de legitimación en la causa por pasiva y solicitaron su desvinculación. 

El Alcalde de Tocancipa – Cundinamarca, solicitó ser excluido en consideración a que desconoce las acciones populares mencionadas por el demandante.

El Procurador Regional de Risaralda solicitó su desvinculación, en razón a que su función está orientada a la defensa de derechos e intereses colectivos, lo que será verificado en el correspondiente pacto de cumplimiento que se lleve a cabo en el proceso de la referencia.    

La Defensora del Pueblo del Cesar estimó apropiada la aplicación que al desistimiento tácito le dio el Juzgado encartado.

CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares (art. 86 C.N.).
Se acude en esta oportunidad, en procura de la protección del derecho fundamental arriba señalado, por la inconformidad que le causa al accionante, la terminación por desistimiento tácito que sucedió en los procesos que se estudian. 





Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU573 de 2017 y SU004 de 2018, reiteradas en las sentencias T-004-19, T-042-19, T-049-19 y T-075-19, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución.





Preliminarmente debe decirse que aunque el Juzgado aduce que la acción popular 2015-01168-00 sí está en trámite, sobre ella no recae reclamación alguna, de acuerdo con el listado que contiene la demanda. 

  



Dicho esto, la acción de tutela es improcedente, y así se declarará en el caso de todas las acciones populares, porque los autos mediante los cuales el Juzgado, previa reposición elevada por el actor, decidió mantener la terminación de los procesos por desistimiento tácito datan, algunos del 27 de julio, otros del 1° de agosto y otros más del 2 de agosto del 2018, proveídos que alcanzaron su ejecutoria el 2, 8 y 9 de agosto de ese mismo año; es más en algunos procesos, es inexistente recurso de reposición contra los auto de terminación adiados el 3 de julio del 2018.

Claro es que se rompe con esa regla, propia de esta clase de actuaciones, pues transcurrieron más de seis meses entre esas actuaciones y la interposición de esta demanda el 28 de marzo anterior; se superó, entonces, el tiempo que se estima razonable para procurar por esta vía el quiebre de una decisión judicial, sin que se exprese o pruebe razón alguna que hubiera impedido hacerlo antes. Sobre ese punto, se han pronunciado la Corte Constitucional
 y la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia
, en el sentido de que si bien no existe un término de caducidad o prescripción específico para promover la acción de tutela, hay que proponerla en un tiempo razonable, por cuanto de lo que se trata es de la protección inmediata de un derecho fundamental, por la agresión o amenaza actual e inminente. 





Sobra decir, que ningún perjuicio irremediable se ha invocado, y menos se ha demostrado, que permita la intrusión de la Sala en aquellas actuaciones; ni una situación que lleve a flexibilizar tal exigencia.





Con todo, es palmario que en este tipo de casos la Jurisprudencia de la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia ha decantado con suficiencia que no incurrió el fallador en un defecto sustantivo, si antes del 1° de diciembre del 2018 decretó el desistimiento tácito en una acción popular, en consideración a que antes de esa calenda era atendible la aplicación de la mentada figura en ese tipo de asuntos, como puede leerse en el fallo del 21 de enero de este año, STC236-2019. 





Es improcedente, por su lado, cualquier pedimento frente al Ministerio Público, porque no se acreditó, que antes de acudir a este amparo, se le hubiese elevado alguna solicitud a la aludida autoridad. Así se declarará. 


Se absolverá a los demás vinculados, por no hallar de su parte vulneración alguna de los derechos invocados.


Finalmente las copias solicitadas se expedirán, pero a costa del accionante, por cuanto su destino no está dirigido a facilitarle el ejercicio del derecho de acceso a la justicia en esta específica acción constitucional, sino para otros menesteres. Para ese fin, deberá pagarse el arancel de que trata el Acuerdo PSAA14-10280 del Consejo Superior de la Judicatura. Esta decisión sigue la línea trazada por la Corte Suprema de Suprema de Justicia recientemente
, que se comparte.  

DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, se declara IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito local. 
Se absuelve a los demás citados al trámite.  

Se dispone la expedición de las copias reclamadas, físicas o escaneadas, a costa del accionante.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.  A su regreso archívese el expediente.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  
          DUBERNEY GRISALES HERRERA








 Aclaración de voto
� Sentencia C-543-92


� Ibídem


� Así se dijo, por ejemplo, en las Sentencias T-959T, T-1029, y T-1048 de 2008, T-287 de 2015, T-031 de 2016, para citar solo algunas.


� Sentencia de agosto 25 de 2014, radicación 11001-02-03-000-2014-01789-00, M.P. Margarita Cabello Blanco


� CSJ, Rad. 66001-22-13-000-2018-00189-01, Auto del 12 de julio de 2018, M.P Octavio Augusto Tejeiro Duque. 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 


           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 


Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo


Pereira, abril veinticuatro de dos mil dieciocho

Expedientes 66001-22-13-000-2018-00154-00 


Acta No. 126 de abril 24 de 2018

Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Uner Augusto Becerra Largo contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, a la que fueron vinculados el agente del Ministerio Público local y la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda. 


ANTECEDENTES


Uner Augusto Becerra Largo, actuando en su propio nombre, presentó sendas acciones de tutela por la presunta violación de sus derechos “art 13, 83, 29 CN, entre otros”. 


Expuso que presentó una acción popular ante el despacho accionado, radicada con el número “2018-81”, donde transcurrieron 3 días sin que se profiriera auto alguno.  

Como consecuencia de ello, solicitó que “Se ORDENE inmediatamente a la Juez q cumpla términos perentorios pa admitir o rechazar la acción” “Se ordene a la tutelada que inmediata/ admita la acción” (sic) y que aporte copia de unos proveídos de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia. 


Con auto del 11 de abril se le dio impulso al trámite con las mencionadas citaciones y se ordenó al juzgado encartado la remisión de las piezas procesales que estimara pertinentes para resolver la acción de tutela. 


El Procurador regional de Risaralda explicó que la función como ente de control, está dirigida a la protección de los derechos e intereses colectivos conforme a su estructura administrativa desconcentrada, por lo que la respectiva Procuraduría regional o provincial estará al tanto de la eventual audiencia de pacto de cumplimiento que se lleve a cabo en el trámite de la acción popular. 

La funcionaria indicó que el día 5 de abril recibió la demanda a la que hace referencia el demandante y mediante providencia del 10 siguiente, la rechazó por incompetencia; adicionalmente, remitió copias de las respectivas actuaciones.

CONSIDERACIONES


La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.


Pese a que las pretensiones son confusas, entiende la Sala que se acude en procura de la protección de los derechos arriba señalados, bajo la premisa de que el juzgado encartado omite proferir auto que resuelva sobre la admisión o inadmisión de la acción popular “2018-81”. 

  
De acuerdo con la información suministrada por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, es claro que el amparo propuesto está llamado al fracaso, ya que si una acción de esta estirpe tiene como objetivo la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando se vean resquebrajados por acciones u omisiones de parte de quien se demanda, en este casosno hay de dónde colegir una situación semejante, por cuanto de lo que se duele el accionante es de que el juzgado se niega a darle trámite a la acción popular señalada, situación que no corresponde a la realidad.


 



En efecto, el despacho judicial informó y demostró que sí le dio impulso a la demanda, lo que ocurre es que la rechazó por falta de competencia (f. 12) y la remitió a la ciudad de Bogotá, donde debe surtirse el trámite siguiente. Además, lo hizo dentro de los tres días hábiles de que se duele el accionante, si bien se radicó la solicitud el 5 de abril pasado y el 10 ya se había proferido el auto respectivo. . 

  



Surge, entonces, que los hechos plasmados en la acción de tutela, de los que se hace derivar la trasgresión alegada, son inexistentes, por lo que se negará la protección invocada.


                       
 
Se absolverá a las demás entidades involucradas, por no hallarse de su parte vulneración alguna frente a los derechos señalados.

DECISIÓN


En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, se NIEGA el amparo impetrado por Uner Augusto Becerra Largo contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal. 

Se absuelve a las demás entidades involucradas.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.


A su regreso, archívese el expediente.


Los Magistrados,


JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO


CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA  
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